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 Estudio de caso 
en las sub-cuencas Bigotes y La Gallega 
en la Cuenca del Río Piura, Perú 
En el marco del Proyecto “Mejora de las Politicas de Apoyo para el Desarrollo Sostenible de las 
Montañas” se desarrolló en el Perú un estudio de caso en las sub-cuencas de Bigotes y La Gallega 
en la Cuenca del Río Piura. El Estudio que fue una cooperación entre el proyecto “Sustainable 
Agricultural and Rural Development in Mountain Regions” SARD-M, financiado por la FAO y cuya 
responsabilidad local esta a cargo del Programa Global de Montañas GMP del CGIAR, administrado 
por el Centro Internacional de la Papa (CIP) y el Proyecto Regional Cuencas Andinas, el cual se 
ejecuta entre CONDESAN, REDCAPA y GTZ con financiamiento del Ministerio de Cooperación 
Económica y Desarrollo BMZ de Alemania. La  realización del estudio se hizo con la firma consultora 
INDERCHAP, la asesoría del AP de Cuencas Andinas y el seguimiento y la evaluación del trabajo de 
las entidades cooperantes. 
El objetivo del estudio fue: “Analizar el marco de las políticas de recursos naturales y desarrollo rural 
en el Perú, con énfasis en los aspectos de montañas e identificar y analizar las percepciones de 
diferentes actores sobre las políticas en las subcuencas La Gallega y Bigote, Piura, Perú“. 
Con el estudio se buscó contestar las siguientes preguntas: 
 ¿Cuáles son los objetivos de la política agraria y de desarrollo rural a nivel nacional, regional 
y local, referentes especialmente al uso de los recursos naturales?  
 ¿Cómo tratan las políticas las especificidades del tema de montañas: fragilidad, 
inaccesibilidad, marginalidad y diversidad? 
 ¿Cómo han impactado las políticas en la sobre vivencia de las comunidades y en el medio 
ambiente? 
 ¿Qué elementos de las políticas han facilitado desarrollos positivos y cuáles han frenado el 
desarrollo o generado impactos negativos? 
La información secundaria fue obtenida de publicaciones realizadas por el Ministerio de Agricultura, 
el Programa de Desarrollo Rural Sostenible de la GTZ, el gobierno regional, las estadísticas oficiales 
y cinco leyes relacionadas con los recursos naturales (Ley General de Aguas, Ley Forestal y de 
Fauna Silvestre, Ley de Promoción de las Inversiones en el Sector Agrario, Ley Orgánica de 
Aprovechamiento Sostenible de los recursos naturales y Ley General del Ambiente). Las leyes 
seleccionadas se analizaron de acuerdo a los incentivos, sanciones (monetarias y no monetarias) 
que ofrecen a la población, especialmente si estas toman en cuenta las especificidades del tema de 
montaña. 
Las encuestas, las entrevistas a expertos y talleres se elaboraron teniendo en cuenta las variables 
antes mencionadas y las fundamentales de la política agraria y dándole énfasis a aquellas que tienen 
que ver con el uso sostenible de los recursos naturales. Se levantaron 302 encuestas entre los 
pobladores pertenecientes a diferentes estratos sociales y genero (10% de los entrevistados fueron 
amas de casa) repartidos en las dos subcuencas de la parte alta, media y baja; de tal manera que se 
pudo medir la aplicabilidad de las mismas. Se llevaron a cabo 18 entrevistas a diferentes expertos en 
Lima y Piura, quienes contribuyeron a clarificar los mecanismos de formulación y ejecución de las 
medidas de política, la problemática existente y el contexto dentro del cual se aplican o no las 
normas. 
La información de las encuestas fue validada y complementada con la realización de un taller de 
discusión, en el cual se utilizaron herramientas de diagnóstico rural participativo. Los resultados 
fueron discutidos y complementados en un taller en Piura con técnicos y líderes de las dos 
subcuencas. Toda la información recabada fue analizada utilizando herramientas de estadística 
descriptiva y confrontando los resultados con la teoría y con los escasos estudios existentes. 
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 I.  Marco general de política en el sector agrario y de recursos naturales en el Perú  
■ Objetivos de la política agraria y de desarrollo rural  
Ha habido en los últimos decenios una intensa actividad en la formulación de objetivos y 
medidas de política, pero los impactos se pueden considerar como escasos. Las posibles 
causas de esta situación de bajo desempeño en el avance del sector son: 
1) Escasa participación de los actores locales y regionales en la formulación y ejecución de 
las políticas, debido a la prevalencia del modelo centralista y autoritario. 
2) En la formulación hay poca diferenciación de las medidas; se aprueban medidas en 
forma genérica, desconociendo las características particulares de la población 
(multicultural y multiétnica, altos niveles de inequidad y de discriminación). 
3) Existe en el discurso político el interés por la agricultura, pero éste no se refleja en la 
práctica, por ejemplo hay una escasa asignación de recursos al sector público agrario 
para cumplir con los objetivos formulados. 
Los objetivos de la política priorizados obedecen más al criterio de buscar la competitividad 
agrícola y la inserción en los mercados internacionales y no en un concepto amplio del 
desarrollo rural territorial. Si bien es cierto que la agricultura es el sector más importante en 
los territorios rurales, las demás acciones económicas y sociales del territorio se tienen muy 
poco en cuenta en las políticas. 
En la práctica se puede observar que los objetivos planteados tienen un valor de corto plazo. 
Cada Ministro de Agricultura varía el peso de los mismos y los adecua a las presiones que va 
dando la coyuntura. No hay aún visión compartida para el largo plazo. Muchos entrevistados 
manifiestan que la mayor parte del tiempo de los funcionarios del sector se va en “apagar 
incendios” y no en proyectar, planificar y trabajar mancomunadamente con el sector privado 
con horizontes más claros y predecibles. 
En el caso de los recursos naturales la preocupación está en la modernización de la Ley de 
aguas y en las modificaciones a la Ley forestal, especialmente en lo referente a las 
concesiones. Los procesos llevan ya varios años y se nota muy aun poco avance en el 
proceso. No hay mayor regulación en lo referente a uso del suelo y la pérdida de los 
reglamentos de cultivo en los valles en la década de los noventa, termino con la posibilidad 
de acuerdos en el manejo de las plagas y en el establecimiento de buenas prácticas 
culturales. 
Se observa que la descentralización iniciada en 2003, poco a poco, ha permitido que las 
regiones y los municipios adquieran responsabilidades sectoriales y definan objetivos y 
estrategias de intervención sectoriales y que los Ministerios trasladen atribuciones y 
recursos. El proceso es lento, no libre de conflictos y afectado aun por la falta de personal 
capacitado,  pero ya esta en marcha. 
No existe una estrategia en marcha para buscar objetivos para un desarrollo sostenible. Se 
han elaborado documentos para participar en las reuniones internacionales de las 
convenciones internacionales del ambiente, pero hay muy poca implementación. A pesar de 
que el término aparece en todos los discursos, la practica no guarda proporción con la teoría. 
■ Las políticas y las especificidades del tema de montañas 
Dentro de la política agraria nacional no aparece el tema de las montañas como un tema 
específico. Algunas de las funciones de las instituciones tienen que ver con los temas 
generales de uso sostenible y conservación de los recursos naturales. Si bien muchas de las 
acciones tienen un carácter genérico, algunos atacan los problemas más sentidos de las 
montañas. 
Las instituciones existentes PRONAMACHS, CONACS, MARENASS, CONAM, FONCODES 
y algunas acciones del MIMDES constituyen una base importante en el país para impulsar 
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 los diferentes temas que afectan a los pobladores de las montañas andinas, de enorme 
importancia para el desarrollo del Perú, por ser fuente de recursos naturales, de 
biodiversidad y de los ancestros de la cultura y del saber nacionales. Los avances logrados 
hasta la fecha no han generado resultados agregados significativos, aunque hay 
experiencias puntuales, tanto en el tiempo como en la geografía, que permiten aseverar que 
es factible mejorar las condiciones de vida de estos territorios, si se implementan medidas 
adecuadas a las condiciones socioeconómicas y culturales de estas poblaciones. 
El tema de las montañas tiene el peligro de verse más desde el  punto de vista biofísico 
(cambio climático, degradación de suelos y manejo del agua) que de una manera integral. La 
visión sectorializada del uso de los recursos y las pocas experiencias realizadas bajo el 
concepto de desarrollo rural territorial, deja el tema de las “montañas”, del ordenamiento 
territorial  y de la gestión Integral de cuencas, como temas aún incipientes en la práctica, a 
pesar de tener una antiquísima valoración y reconocimiento. 
En el Perú la clasificación de las áreas geográficas de costa, sierra y selva ha definido en 
gran parte la definición de las políticas. Dado que en la costa es dominada por la agricultura 
comercial y tiene la mayor influencia en los procesos de decisión, muchas de las medidas se 
toman de acuerdo a estos intereses. Así se explica las grandes inversiones realizadas en los 
grandes distritos de riego y en la adecuación de las tierras eriazas.  El trabajo integral de 
cuencas, como base de la planeación, figura en la Ley de aguas, pero no se cumple en la 
realidad. Por ejemplo, se prevé la creación de Autoridades de Cuenca, pero solo en escaso 
número de cuencas se han creado y su desempeño es positivo en uno o dos casos de la 
costa. La sierra y la selva permanecen como territorios de importancia “al futuro”. 
Las circunstancias políticas actuales de polarización de fuerzas entre las poblaciones de las 
áreas alto-andinas y de la selva, tradicionalmente excluidas y en concordancia con un voto 
“anti-sistema” y aquellas fuerzas más urbanas ubicadas en posiciones políticas más 
cercanas a la continuidad y el status-quo. Estas circunstancias han generado una mayor 
conciencia sobre la importancia de las poblaciones de las montañas andinas para la 
gobernabilidad y viabilidad del país, de tal forma que aparecen programas de interés para 
vincular la sierra a programas de agro-exportación, de trabajar mejor la sostenibilidad de los  
recursos y de intensificar la lucha contra la pobreza. 
■ Impacto de las políticas en la sobre vivencia de las comunidades y en el medio 
ambiente 
La literatura revisada confirma que las políticas sectoriales en general no han beneficiado a 
pequeños agricultores y campesinos. Liberalización del comercio ha beneficiado más bien a 
los intermediarios. La asociación de pequeños productores puede contribuir a superar una 
serie de desventajas vinculadas a la falta de poder de negociación individual, pero hasta la 
fecha no se ha podido consolidar una organización que logre reivindicaciones y 
negociaciones efectivas para los más pobres del campo. 
Otro indicador puede ser la situación de la pobreza rural en el país. A pesar de los esfuerzos 
de los últimos años la pobreza se mantiene. 54% de la población es pobre y cerca de 15% 
pertenece a los pobres extremos. Para la parte rural alto-andina los datos son superiores. Allí 
los pobres representan el 68.5% y los pobres extremos el 25.6%. 
Un indicador que pone en duda los impactos de la política agrícola adelantada en las últimas 
décadas es la evolución de los precios reales agrícolas. Han tenido una fuerte tendencia a la 
baja, con una dinámica muy superior a los avances en productividad y en dirección opuesta a 
los precios de los insumos y de los productos industriales. De esto se pude deducir que hay 
pérdida de capacidad de compra y un empeoramiento de los términos de intercambio para 
los productores rurales, especialmente para aquellos productores que producen no 
transables y que se orientan al mercado interno.  
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 ■ Elementos de las políticas que han facilitado desarrollos positivos, que han frenado el 
desarrollo o generado impactos negativos  
Los principales desarrollos positivos: 
1) Los procesos de descentralización han creado un ámbito importante de discusión sobre 
la adecuación de las medidas necesarias para cada región y están comenzando a 
generar un movimiento significativo a favor del desarrollo rural territorial y del rol de los 
gobiernos locales y  regionales en el desarrollo rural. Las alianzas entre entidades 
centrales que trabajan en los temas de montañas, como PRONAMACHCS, MARENASS 
y FONCODES con gobiernos locales comienzan a ser vistos como experiencias positivas 
a multiplicar en el país.  
2) Hay avances en el proceso de organización, a pesar de que su consolidación no se ha 
dado. Se han formado asociaciones de productores por cultivos y comienzan a 
generarse en algunos casos “grupos de presión” para negociar los intereses locales o 
regionales. 
3) Los informes de las diferentes instituciones describen avances locales y regionales en la 
adopción de nuevas tecnologías, en sistemas de información y en la adaptación de los 
productores a las condiciones del mercado. Los esfuerzos institucionales han dado 
resultados en mejoramientos en productividad y competitividad y mucho menos a la 
sostenibilidad en el uso de los recursos naturales y la equidad.  
Principales impactos negativos: 
1) La excesiva sectorialización de las intervenciones del Estado no ha permitido contar con 
una institucionalidad que brinde una intervención multisectorial organizada, lo que es 
importante porque a partir de una adecuada plataforma institucional es factible viabilizar 
metas que requieren el trabajo de los diferentes Ministerios. 
2) Ha habido un divorcio ente la ley de aguas y de bosques y su aplicación y los usuarios, 
principalmente con los de la parte alta de la cuenca. En las zonas altas los agricultores 
están más marginados, a tal punto que desconocen las leyes y no tienen confianza en 
que se cumplan. 
3) No hay señales para mejorar el tamaño y la seguridad  de la propiedad. El micro y 
minifundio permanecen en la zona y en general en el país. 
4) Permanecen aun las inequidades de género y étnica en la mayoría de las acciones y 
estrategias. 
5) Escasa asignación de recursos a la administración pública para cumplir sus funciones de 
promoción y vigilancia. 
6) Las organizaciones débiles especialmente en el ámbito de pequeños productores y 
comunidades campesinas y nativas, lo cual impide que participen en las decisiones de 
política y si lo hacen, tienen muy baja capacidad de negociación. 
7) En la ejecución predomina la visión de corto plazo, de “apagar incendios” y muy poco de 
largo plazo. 
8) La baja rentabilidad del sector es uno de los factores negativos que afecta el crecimiento 
y desarrollo del sector. El índice de precios reales del sector muestra una tendencia 
negativa. 
 
 
 
4 
 II.  Recomendaciones 
Las recomendaciones para un mejoramiento de la formulación, ejecución y monitoreo de políticas 
que tengan en cuenta la población pobre que vive en las cuencas altas y que de las bases para 
buscar un desarrollo sostenible del territorio rural se derivan del análisis FODA realizado y de lo 
expresado juiciosamente por los encuestados y entrevistados. Se puede resumir en los 
siguientes puntos: 
√ Generar formas de incentivar y apoyar para mejorar la organización y capacidad negociadora 
de las comunidades campesinas y nativas y mejorar sus niveles de información sobre sus 
derechos ciudadanos y la normatividad existente. La forma debe ser mediante procesos de 
capacitación y acompañamientos y respetando las formas organizativas tradicionales. La 
organización de los Ronderos debe ser un elemento referente de importancia. 
√ Apoyar el dialogo político y la formación cívica de las comunidades para mejorar la 
participación de las y los productores en la definición de las políticas. Los maestros deben 
ser involucrados y deben jugar un rol importante en la educación cívica de los pobladores. 
√ Diseñar mecanismos que favorezcan un balance entre las medidas de “arriba-abajo” y las de 
“abajo –arriba”. Este es un trabajo en el ámbito de los políticos, funcionarios y las 
comunidades para sensibilizar y educar en el valor de la participación y en los métodos de 
lograrla. 
√ Poner en marcha mecanismos que fortalezcan la acción de los gobiernos locales en el 
manejo sostenible de los recursos naturales y la puesta en práctica de políticas de desarrollo 
rural en su territorio. Esto demanda generar incentivos a la inversión en el espacio rural, 
ejemplo incrementando los servicios financieros para el desarrollo rural. 
√ Llevar a cabo la reforma de la administración pública sectorial para lograr mejorar en 
eficiencia, coordinación, coherencia y prestación de servicios. Es indispensable que la 
reforma defina mejor las atribuciones y complementariedades entre lo local, lo regional y lo 
nacional. 
√ Aprovechar los espacios de las mesas de concertación y los presupuestos participativos para 
proveer de recursos públicos, y lograr alianzas con el sector privado, para mejorar los 
procesos de innovación agrícola, capacitación, información, asistencia técnica y 
comercialización. 
√ Establecer las reformas legales y la capacitación necesaria para mejorar la integración y 
coherencia de las políticas sociales a la población rural que vive en las zonas andinas y 
mejorar la infraestructura de transporte y comunicación. 
√ El MINAG y las instituciones que trabajan en la Sierra del Perú deben aprovechar mejor las 
alianzas de montañas y el interés por la generación de servicios ambientales de estos 
ecosistemas, para mejorar la conceptualización y  el financiamiento de acciones para las 
poblaciones pobres de los Andes. 
√ Es necesario mayor información y desarrollar herramientas para soportar el proceso. 
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